
 

 

JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO DE FAMILIA 
 

Socorro, veintiocho (28) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 
 

Exp. 68755-3184-002-2018-00096-00. 
 

Se decide el recurso de reposición interpuesto por la apoderada 
del ahora ejecutante Héctor Orlando Rueda Cala, contra el auto 
proferido el 23 de enero del año en curso, en virtud del cual libró 
mandamiento de pago, decretó algunas medidas y negó otra, 
consistente en el embargo del crédito de alimentos a favor de 
Luzmila Álvarez Garnica. 

 

Señala la censora que al sustentar el despacho la negativa de la 
cautela en la falta de capacidad de la demandada y los principios 
de solidaridad y ayuda mutua que emanan de la convivencia, 
siendo evidente que se encuentra involucrado el mínimo vital, 
“olvida sustentar, motivar su providencia con fundamento jurídico, 
normativo o jurisprudencial”, por lo que el estrado “lo que realizó 
solo fue una apreciación subjetiva para negar el decreto de la 
medida cautelar”, con lo que cercena el derecho del ejecutante, 
pues es la única garantía que se tiene para ejecutar y hacer 
exigible el pago de las costas procesales, y además, según el 
numeral 5º del artículo 592 del Código General del Proceso, es 
procedente su decreto, por lo que en consecuencia, solicita se 
reponga la decisión y se acceda a ella, formulando en subsidio la 
alzada en el evento en que se mantenga acorde con el canon 321 
de la misma obra. 

 

Para resolver, se considera: 

 

De entrada, se destaca que, efectuado el traslado a que alude el 
artículo 319 ejusdem, con sujeción a lo dispuesto en el parágrafo 
del artículo 9º de la Ley 2213 de 2022, con la remisión del recurso 
que efectuó la apoderada de la parte demandante al extremo 
pasivo, tal como se acredita con el envío del correspondiente 
mensaje electrónico, es pertinente decidir lo que en derecho 
corresponda. 

 

Como es sabido, el artículo 318 del Código General del Proceso 
prescribe que “El recurso de reposición procede contra los autos que dicta 

el juez, contra los del magistrado sustanciador no susceptibles de súplica y 
contra los de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para 

que se reformen o revoquen”, deberá interponerse con expresión de 
las razones que lo sustenten. 

 



 

 

Ahora bien, la mandataria del aquí ejecutante, no comparte el 
criterio del despacho de negar el decreto de la medida de embargo 
del crédito de alimentos a cargo de Héctor Orlando Rueda Cala 
con base en que el mismo representa el mínimo vital de Luzmila 
Álvarez Garnica. 

 

Sobre el derecho de alimentos entre compañeros permanentes, la 
Sala Civil de la H. Corte Suprema de Justicia, en sentencia STC-
6975 del 4 de junio de 2019 con ponencia del Magistrado Dr. Luis 
Armando Toloza Villabona, sostuvo: 

“Los alimentos en su esencia reflejan la naturaleza de un 

derecho fundamental, y como tales, rebasan cualquier consideración 

legal de carácter restrictivo para amilanarlos, dentro del modelo del 
Estado constitucional y social, edificado en el tríptico de principios, 
valores y derechos. Emergen como categoría intangible, legitimando 

con todo rigor su reclamo válido a través de los mecanismos de 
protección constitucional. 

Constituyen una prerrogativa y derecho subjetivo que facultan 
para exigir a otro sujeto de derecho, una determinada conducta, no 

solamente como deber jurídico, sino como obligación, en cuanto tiene 
que ejecutarse una prestación concreta a favor de otra persona urgida 

por una necesidad vital. 

Dentro de esta institución confluyen plurales y multiformes 
prerrogativas como el derecho a la vida, su existencia y su calidad, 
porque los alimentos componen un elemento vital determinante para 

la subsistencia y coexistencia de cada ser humano en particular, y 
como secuela de la misma comunidad. También se edifican en los 

principios y derechos de solidaridad social y familiar, en el derecho a la 
dignidad humana de un ser y de todos los miembros de la familia; 
además, en el innominado del mínimo vital (lo necesario para la 

subsistencia de quien no está en capacidad de procurársela por sus 
propios medios), en la igualdad, y en el principio de respeto del mejor 
interés de los sujetos vulnerables. 

Si la sentencia C-238/12, extendió los beneficios patrimoniales 
y de seguridad social, al compañero o compañera permanente del otro 
o del mismo sexo, en el análisis de constitucionalidad de la palabra 

“cónyuge”, para subsanar la omisión legislativa relativa a parejas 
homosexuales y heterosexuales; fulge como obligada, igual reflexión en 
el marco del derecho alimentario. 

El artículo 13 de la Carta Política con carácter perentorio prevé 
que “[t]odas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por 
razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, 
opinión política o filosófica”, panorama en el cual, el Estado deberá 
promover “(…) las condiciones para que la igualdad sea real y 
efectiva (…)”. 



 

 

En fin, no puede sostenerse frente a la Constitución que las 
parejas sin vínculo solemne no tengan derechos similares al de quienes 

se hallan atadas por un nexo obligacional solemne, y con mayor razón, 
con relación a los derechos básicos, mínimos y elementales de las 

personas, como los correspondientes a las prestaciones alimentarias. 

Una situación discriminatoria para quienes también se hallan 
protegidos en la constitución, como ocurre para las diferentes clases de 
familia previstas en el artículo 42 de la Carta y el Corpus iuris 

internacional de la familia, de las conquistas de género, de las minorías, 
de las personas de orientación diversa, afecta los derechos 
fundamentales a la igualdad, a la vida, a la libertad, a formar un 

familia, al mínimo vital, a la dignidad humana, al acceso a la tutela 
judicial efectiva; en fin, un número plural de derechos fundamentales, 

de modo que tras comprobarse su infracción, son fundamento para 
deprecar y disponer protección constitucional por esta Corte.   

Los principios y valores que postula la ética democrática, y por 
supuesto, el principio de solidaridad social, en adición, también impone 

análoga conclusión como piedra angular para abordar el problema de 
las parejas de hecho o convivientes sin vínculo solemne. Aunque 

“(…) cada persona debe velar por su propia subsistencia y por la de 
aquellos a quienes la ley le obliga, con fundamento en el principio de 
solidaridad, según el cual los miembros de la familia tienen la obligación 
de procurar la subsistencia a aquellos integrantes de la misma que no 
están en capacidad de asegurársela por sí mismos. Considera entonces 
esta Corte que la obligación alimentaria tiene su fundamento tanto en el 
principio constitucional de protección a la familia, en la solidaridad, y en 
el principio de equidad, en la medida en que “cada miembro es obligado 
y beneficiario recíprocamente. 

El derecho de exigir y la obligación de dar alimentos tienen su 
base, además, en el principio de solidaridad social y familiar enunciado. 

La solidaridad desde esta perspectiva es un vínculo, un compromiso 
perdurable en el tiempo y en el espacio, por cuanto “(…) la solidaridad, 
es un principio, una norma y un derecho, con esencia ética, que endereza 

una relación horizontal de igualdad y que incorpora a cada sujeto en el 
cumplimiento de tareas colectivas internalizando el deber de ayuda y 
protección por el otro. Y si se trata de la solidaridad familiar se justifica 
de conformidad con las reglas 42, 13 y 5 de la Carta, que un integrante 
de la familia exija a sus parientes más cercanos asistencia y protección 
cuando se hallen en peligro sus derechos fundamentales. 

Precisamente, la misma Corte Constitucional ha destacado las 
formas de manifestación o de aplicación de la solidaridad: “(…) se puede 

presentar en tres facetas, a saber, (i) como una pauta de comportamiento 
conforme a la cual deben obrar las personas en determinadas ocasiones; 
(ii) como un criterio de interpretación en el análisis de las acciones u 
omisiones de los particulares que vulneren o amenacen los derechos 
fundamentales; (iii) como un límite a los derechos propios. 

En ese contexto, según se esbozó ut supra, si están 

demostrados, todos los elementos de la obligación alimentaria en los 
casos concretos, brota diamantino el fundamento, para que el juez del 



 

 

Estado Constitucional pueda disponer la protección de alguno de los 
integrantes de la pareja, como emanación directa del propio Código 

Civil que protege a la persona y a la familia, los derechos subjetivos, y 
por supuesto del programa constitucional inserto en la Constitución de 

1991, consonante con el bloque de constitucionalidad. La Corte 
Constitucional en 1994, analizando la cuestión expuso: 

“(…) El derecho de alimentos puede entenderse como el poder de 
voluntad de una persona (alimentario), otorgado por el ordenamiento 
jurídico positivo, de exigir a otra (alimentante) los medios para su 
subsistencia cuando carece de ellos (…)”. 

“(…) El fundamento constitucional del derecho de alimentos es el 
principio de solidaridad social (Arts. 1º y 95, Núm. 2). En el interior de la 
familia, por ser ésta la institución básica de la sociedad (Art. 5º) o el 
núcleo fundamental de la misma (Art. 42), por lo cual, por regla general, 
una de sus condiciones es el parentesco de consanguinidad o civil entre 
alimentario y alimentante, en los grados señalados en la ley, o la calidad 
de cónyuge o divorciado sin su culpa (…). 

En un pronunciamiento más reciente, enunció las 
“características de las obligaciones alimentarias”: 

“(…) a. La obligación alimentaria no es una que difiera de las demás de 
naturaleza civil, por cuanto presupone la existencia de una norma 
jurídica y una situación de hecho, contemplada en ella como supuesto 
capaz de generar consecuencias en derecho. b. Su especificidad radica 
en su fundamento y su finalidad, pues, la obligación alimentaria aparece 
en el marco del deber de solidaridad que une a los miembros más 
cercanos de una familia, y tiene por finalidad la subsistencia de quienes 
son sus beneficiarios. c. El deber de asistencia alimentaria se establece 
sobre dos requisitos fundamentales: i) la necesidad del beneficiario y ii) 
la capacidad del obligado, quien debe ayudar a la subsistencia de sus 
parientes, sin que ello implique el sacrificio de su propia existencia. d. La 
obligación de dar alimentos y los derechos que de ella surgen tiene unos 
medios de protección efectiva, por cuanto el ordenamiento jurídico 

contiene normas relacionadas con los titulares del derecho, las clases de 
alimentos, las reglas para tasarlos, la duración de la obligación, los 
alimentos provisionales (arts. 411 a 427 del Código Civil); el concepto de 
la obligación, las vías judiciales para reclamarlos, el procedimiento que 
debe agotarse para el efecto, (arts. 133 a 159 del Código del Menor), y el 
trámite judicial para reclamar alimentos para mayores de edad (arts. 
435 a 440 Código de Procedimiento Civil), todo lo cual permite al 
beneficiario de la prestación alimentaria hacer efectiva su garantía, 
cuando el obligado elude su responsabilidad (…) (subrayas fuera de 
texto). 

En decisión reciente, esta Sala analizando un asunto de 
alimentos entre cónyuges, para hacer justicia, expuso: 

“La obligación alimentaria tiene algunos preceptos sustantivos que 
sirven de venero para las declaraciones judiciales correspondientes. En 
efecto, el Código Civil centenariamente enuncia a quienes se debe 
alimentos, a saber: 



 

 

“(…) Al cónyuge; a los descendientes; a los ascendientes; (…) al cónyuge 
divorciado o separado de cuerpo sin su culpa; a los hijos naturales, su 
posteridad y a los nietos naturales; a los ascendientes naturales; a los 
hijos adoptivos; a los padres adoptantes; a los hermanos legítimos; [y] 
[a]l que hizo una donación cuantiosa si no hubiere sido rescindida o 
revocada (…)” (Art. 411 Código Civil). 

“A renglón seguido, en el canon 412 se define que las pautas previstas 
en el Título XXI de esa preceptiva se aplican genéricamente para esa 
prestación sin distingos de ninguna índole, como el mismo texto enseña: 
“(…) sin perjuicio de las disposiciones especiales que contiene este 
Código respecto de ciertas personas (…)”. 

“En consecuencia, los alimentos, sean congruos o necesarios (art. 413 
ejusdem), provisionales o definitivos (art. 417 ibidem), pueden ser 
reconocidos con las medidas correspondientes a que haya lugar a favor 
de todos los enlistados en el canon 411 reseñado. 

“Adicionalmente, son otorgados cuando se acreditan los elementos 
axiológicos de la obligación alimentaria: “(…) i) la necesidad del 
alimentario; ii) la existencia de un vínculo jurídico, ya de afinidad, ora de 
consanguinidad o de naturaleza civil, para el caso de los adoptivos, o en 
las hipótesis del donante; y iii) capacidad del alimentante (…)” (resaltado 
de la Sala. 

“Como los tres elementos axiológicos de la obligación alimentaria deben 
concurrir simultáneamente, la falta de todos o de alguno de ellos torna 
nugatoria la respectiva acción. 

“Es pertinente reseñar que en el régimen de alimentos el único correctivo 
es el previsto en el artículo 414 ibidem, aplicable en los casos en los 
cuales el acreedor alimentario incurre en injuria respecto del 
alimentante, caso en el cual, se exime al ofendido de suministrar los 
alimentos congruos cuando el ataque es “grave” o, si es “atroz”, “cesará 
enteramente la obligación de prestar alimentos”, en otras palabras: “(…) 
el alimentario puede cometer contra el alimentante (…) una injuria atroz 
que lo priva de alimentos, o una injuria grave que los reduzca a lo 
necesario (…).   

“Debe recordar esta Sala que de la hermenéutica de los preceptos 411 y 
414 no puede inferirse naturaleza indemnizatoria en la obligación 
alimentaria para ser asimilada como una prestación ligada al daño 
contractual o extracontractual. Los cánones mencionados refieren la 
prestación por causa de las distintas fuentes obligacionales que le dan 
nacimiento a la misma o para extinguirla. Analizan los congruos y los 
necesarios, frente a los cuales las ofensas graves o atroces provenientes 
del acreedor inciden para su cuantificación o determinación, según sean 
unos u otros, pero de ninguna manera para edificar el nacimiento de una 
prestación indemnizatoria, esta última como ya se ha explicado tiene su 
fuente en el derecho de daños que difiere sustancialmente del vínculo 
obligacional que surge en materia de alimentos. 

Por tanto, tratándose de compañeros o de cónyuges al margen de 
la culpabilidad o del elemento subjetivo que puede imputarse a su 



 

 

conducta para efectos de la terminación de su vida de pareja, así esa 
extinción se surta con respecto al vínculo solemne o meramente 

consensual; sin duda, pueden reclamarse alimentos entre sí, cuando 
uno de los compañeros o cónyuges se encuentre en necesidad 

demostrada, salvo las limitaciones que imponen los casos de “injuria 
grave o atroz”. 

De tal forma que los alimentos postruptura conyugal, marital, 

conviviente; postdivorcio o postcesación matrimonial para la pareja que 
sin distingos de raza, color, sexo, religión, constituyó una familia, 
corresponden a un régimen excepcional, el cual de ningún modo puede 

ser ajeno el juez en el Estado de Derecho Constitucional y Social. Por 
supuesto, que en el caso, de las uniones de hecho, ante las 
intermitencias y veleidades de algunas de ellas, el juez debe analizar 

los tiempos de permanencia de la convivencia (por ejemplo, la del caso 
concreto superó los veinte años), esto es, su duración; los roles de la 

pareja, la situación patrimonial, el estado de salud o enfermedades 
graves, la edad de las partes, las posibilidades de acceso al mercado 
laboral del necesitado, la colaboración prestada a las actividades del 

otro, las responsabilidades en la economía del hogar, etc. 

Se trata también de la solidaridad posterminación, que 
mediante juicios de inferencia analiza en cada situación de hecho el 

juez, sin que se trate de una indemnización por daños o de 
enriquecimiento injusto, o de la construcción de un régimen 
sancionatorio o culpabilístico, como consecuencia de actos 

antijurídicos, como los tocantes con la regla 411 del numeral 4 del C.C. 
colombiano vigente. 

Incumbe a un tratamiento singular y extraordinario, “no común 
ni habitual” de las prestaciones alimentarias entre la pareja que da por 
terminada su convivencia, coherente con el concepto de Estado 
Constitucional y social de derecho, que defiende la familia, el socorro, 

la ayuda mutua, la ética social y familiar en las relaciones familiares 
de pareja y en la buena fe en la celebración de los negocios o actos 

jurídicos familiares como los concernientes a los acuerdos de una 
pareja que edificara una familia, frente a la regla general de la cesación 
de toda obligación recíproca entre excompañeros o excónyuges. No 

emerge, por consiguiente, se itera, como sanción o castigo, ni como 
fuente de enriquecimiento para el necesitado;  sino que brota de las 

entrañas del Estado Constitucional fincado en valores, principios y 
derechos, anclado en una axiología desde la estructura jurídica y ética 
de la familia, ante la fragilidad, la debilidad, el desamparo  o la 

incapacidad vital, como puede quedar uno de los convivientes, que por 
tanto, reclama una hermenéutica humanitaria y fraterna,  desde 
la  óptica de la solidaridad familiar, de la equidad y de la ética.   

Por consiguiente, para la determinación de la cuota 
alimentaria,  tal cual se anticipó, el juez debe entonces, observar 
elementos tales como la posibilidad de la reinserción laboral del 

cónyuge o compañera alimentario,  su edad,  el número de hijos, la 
calificación laboral que se posea, la dignidad humana, acorde con las 
condiciones que se tenían antes de la ruptura o terminación de la 

unión; y por supuesto, la capacidad económica del obligado y sus 



 

 

propias necesidades y obligaciones alimentarias frente a quienes 
dependen de él; sin que ahora se predique que se trata de la 

continuación de la unión postdisolución, o del surgimiento de una 
carga prestacional eterna, sino dependiente de la permanencia o 

vigencia de la necesidad del alimentario y de la capacidad del obligado; 
pues puede extinguirse porque si se prueba la desaparición de la 
necesidad del acreedor o la capacidad del deudor, en fin,  reviste una 

naturaleza diferente a la erigida con fundamento en la relación 
inocencia-culpabilidad, encofrado y detonante de la causal 4 del art. 
411 del C.C., citado. 

Ahora bien, en todo caso, esa obligación alimentaria reclama 

axiológicamente, demostrar: 1. La presencia de un vínculo jurídico sea 
de carácter legal (el parentesco) o de naturaleza convencional, 2. La 

demostración de la necesidad del alimentario, en cuanto quien los pide 
no tiene lo necesario para su subsistencia; y 3. La correspondiente 
capacidad del alimentante; de modo que si están demostrados estos 

elementos estructurales, reclamar otras exigencias o requisitos 
diferentes, se obstaculiza el ejercicio de tan esencial derecho subjetivo. 

Dentro de este esquema, el acreedor o alimentario es quien no 

está en capacidad de procurarse por sus medios la propia subsistencia; 
el deudor o alimentante es la persona que debe sacrificar parte de su 
patrimonio para garantizar el desarrollo y supervivencia del 

alimentario. 

El vínculum o nexo en el caso de los compañeros o cónyuges, es 
por regla general de carácter legal o consensual, solemne o no, con 

raigambre en la Constitución y en el Corpus iuris internacional, por 
cuanto toda clase de familia tiene protección constitucional.  Si los 
códigos decimonónicos discriminan y dejan en desventaja a los 

compañeros frente al matrimonio, resulta paradójico en el Estado 
actual de estirpe constitucional y social no equipararlos integralmente, 

máxime si cuanto se reivindica es un derecho de alcurnia 
eminentemente fundamental. Para el caso de los compañeros, parejas 
no casadas de diferente o igual sexo, caracterizadas por una protección 

deficitaria que demanda ahora progresividad y equidad frente a 
diferencias injustificadas con el matrimonio, y que, en lo tocante con 
los derechos civiles como el derecho alimentario, es aún mayor”.  

Clarificada entonces la naturaleza de la obligación alimentaria 
entre compañeros conforme al precedente citado, en lo que 
concierne a la negativa de la medida de embargo y secuestro del 
crédito a favor de la ejecutada, con sustento en que representan 
su mínimo vital, es elocuente que los argumentos de la 
mandataria recurrente, no revisten el suficiente poder de 
convicción como para que el suscrito funcionario modifique su 
criterio, pues a partir de los claros conceptos que nos ofrece el 
precedente, se impone dejar incólume la decisión, toda vez que 
dichos alimentos al comprender el mínimo vital de la aquí 
ejecutada, no son susceptibles de afectación mediante la aludida 
cautela, precisamente porque involucran su misma subsistencia; 



 

 

ello, al margen de que en forma expresa no se encuentren dentro 
del catálogo de los bienes que como inembargables enlista el 
artículo 594 del Código General del Proceso. 

 

Corolario entonces de lo discurrido, lo resuelto en cuanto a lo que 
fue materia de reposición, debe mantenerse, debiéndose conceder 
el subsidiario de apelación, para ante la Sala Civil Familia 
Laboral del H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de San Gil, 
conforme al numeral 8º del artículo 321 de la misma codificación.  

 

Oportunamente envíese el expediente electrónico a la 
Corporación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE 

 
El Juez, 
 
 

JORGE LEONARDO GARCIA LEON 
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